LIBROS DE COMERCIO. Valor probatorio. Respaldo documental.

CUESTIONARIO:

1) Cual es el valor probatorio de los Libros de Comercio? Notas distintivas. Normativa aplicable.

2) Clasificacion de los libros de comercio: indique cual resulta ser la misma con los fundamentos normativos correspondientes.

3) Determine cuales resultan ser las exigencias y prohibiciones de quien lleva Libros de Comercio conforme la normativa vigente.

4) Cuales resultan ser las ventajas para el comerciante que lleva los libros conforme la normativa vigente?

5) Analice la Jurisprudencia que se adjunta e indique: cual es la situación planteada, cuales son las posturas reinantes en torno a la eficacia probatoria de los libros de comercio y desarrolle las mismas.

  ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS. Cobro de cuotas impagas. LIBROS DE COMERCIO. VALOR PROBATORIO cuando una de las partes no es comerciante. Principio de libertad probatoria. PRESUNCIONES que llevan a la inversión de la prueba 

C. 56605 - "Colegio William Shakespeare S.R.L. c/ K., Leonardo y otra" - CAMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE LOMAS DE ZAMORA (Buenos Aires) - Sala I - 25/09/2003 

  "No considero justa la antigua doctrina de la Casación Provincial que estableció que los libros de comercio no revisten el carácter de prueba obligatoria para los no comerciantes (Conf. S.C.B.A., 10-V-55, "Obegoso, Jesús E. c/Cordone, Juan G.", La Ley, Tº 79, pág. 469)., especialmente en situaciones como la que se trae ahora a conocimiento del Tribunal, en que el dictamen pericial resulta impecable y no fue cuestionado por los justiciables." 

"Si la parte no comerciante acepta los libros de comercio de su contraparte comerciante, como medio de prueba, debe atenerse a su resultado. Y en el sub lite no advierto que los demandados hayan hecho uso del derecho que les confería el artículo 458 del Código Procesal Civil y Comercial, observando la procedencia de los puntos de pericia mencionados por la actora; lo que significa lo mismo que decir que aceptó la compulsa de tales libros." 

"Por otra parte, a falta de precepto legal prohibitivo, nada impide al juez conceder mérito a una constancia emanada de una de las partes en tiempo lejano, cuando no era previsible la cuestión que origina el pleito; y puede reconocerle mérito a favor de quien lo ha constituido." 

"Debo inferir la existencia de deuda por aranceles; ello así, porque si los demandados nada adeudaban era porque abonaron por la prestación recibida (la educación de su hija) y, entonces, era su carga acompañar los recibos cancelatorios de la deuda reclamada, extendidos por la acreedora (Arts. 725, 726, 731 y concs. Cód. Civ. y 375 Cód. Proc.). Con ello quiero dejar establecido que la prueba pericial contable, viene sostenida y afianzada también por la ausencia de actividad probatoria por parte de los demandados en el sentido propuesto." 

"La fuerte presunción que me viene llevando a concluir como lo antes dicho, fundada en indicios precisos y concordantes, constituye un caso de inversión de prueba porque favorece a quien la invoca, poniendo a cargo de los demandados la acreditación en contrario. Estando demostrados los indicios que me han servido de punto de partida para dar por demostrada la formación del contrato, a quien pretenda destruir esa presunción correspondía acreditar la existencia de contraindicios a la demostración de que ella no reviste los caracteres de gravedad, precisión y concordancia que se requieren para que haga prueba." 

"La prueba de presunciones es una de las reglamentadas en la ley y que, en tanto cumpla con las exigencias que ella impone (fundarse en hechos reales y probados, indicios en sentido propio susceptibles de producir convicción por su número, precisión, gravedad y concordancia -Art. 163 Cód. Proc.-) no existen razones para relativizar su eficacia que, como la de todas las demás debe ser apreciada conforme las reglas de la sana crítica." 
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  TEXTO COMPLETO   

  En Lomas de Zamora, a los 25 días del mes de Setiempbre de dos mil tres, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces que integran esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Carlos Ricardo Igoldi, Rodolfo Miguel Tabernero y Norberto Horacio Basile, con la presencia del Secretario actuante, se trajo a despacho, para dictar sentencia, la causa nº 56.605, caratulada: "COLEGIO WILLIAM SHAKESPEARE S.R.L. c/K., Leonardo y otra s/Cobro de Pesos".- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código de Procesal Civil y Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear y votar las siguientes: 

-C U E S T I O N E S- 

1ª.- ¿Es justa la sentencia dictada?

2ª.- ¿Qué corresponde decidir? 

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.)), dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile, Tabernero e Igoldi.//- 

-V O T A C I O N- 

A la primera cuestión el Dr. Basile dice: 

1.- El señor juez, titular del Juzgado Nº 1 del fuero, dictó a fojas 178/179 vuelta, sentencia definitiva en estos autos seguidos por COLEGIO WILLIAM SHAKESPEARE S.R.L., resolviendo rechazar la demanda por cobro de pesos interpuesta contra Leonardo Walter K. y Ana María LOSARDO, con costas, y difiriendo la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes para su oportunidad.- 

2.- Apeló la actora quien en su presentación de fojas 190/191, expuso diversos argumentos en procura de la modificación del pronunciamiento en resguardo de sus intereses, recibiendo réplica a fojas 193 y vuelta.-

A fojas 194 se llama autos para sentencia por providencia que se encuentra consentida.- 

3.- DE LOS AGRAVIOS:

Se agravia la accionante porque el iudice a-quo no valoró la trascendencia de la prueba pericial contable, de la que surge que los libros son llevados en legal forma, y que la hija de los demandados concurrió al instituto educacional, adeudando sus padres la suma reclamada originalmente en la demanda.- 

Se queja porque se declaró esa medida probatoria como insuficiente para comprobar las circunstancias fácticas alegadas, careciendo de fuerza probatoria, aún como principio de prueba por escrito, siendo que sus constancias no () fueron corroboradas por otra prueba.- 

Hace así referencia a la documental acompañada con la demanda, con la que aprecia cumplió debidamente con su carga procesal, solicitando que en esta instancia se revoque la sentencia en crisis, admitiéndose la acción intentada.- 

4.- CONSIDERACION DE LAS QUEJAS: 

4-a.- Adelanto mi opinión en el sentido que asiste razón a la recurrente.-

En efecto, promueve la acción la sociedad comercial que explota el instituto educacional, reclamando cuotas impagas por la asistencia al mismo de la menor Y. K., al haber contratado con sus padres brindarle servicios educativos durante el año 1995.-

Los deudores se habían obligado como contrapartida a depositar mensualmente las cuotas en una institución bancaria;; ante el incumplimiento, expresó la actora que reclamó el pago, inclusive con carta Oca Notarial, que aquellos no recepcionaron.- 

Promovida que fue la acción, los demandados -quienes habían mudado su domicilio- fueron citados por edictos y, ante su ausencia, representados por el Sr. Defensor Oficial, quien cumpliendo su carga procesal negó la existencia de los hechos y la autenticidad de la documentación agregada por la actora.- 

En la etapa oportuna, ante la imposibilidad de producir prueba confesional, la actora activó únicamente la pericial contable ofrecida.- 

Como supra quedara dicho, con ese solo elemento probatorio apreció el magistrado de anterior grado que no bastaba para formar convicción, acerca de la acreditación de los hechos alegados en la demanda, rechazándose -consecuentemente- la acción. No comparto tal criterio.- 

4-b.- Sustenta su posición el judicante en una antigua doctrina de la Casación Provincial que estableció que los libros de comercio no revisten el carácter de prueba obligatoria para los no comerciantes (Conf. S.C.B.A., 10-V-55, "Obegoso, Jesús E. c/Cordone, Juan G.", La Ley, Tº 79, pág. 469).- 

Esta doctrina no pacífica, y con la que disiento, no la considero justa, especialmente en situaciones como la que se trae ahora a conocimiento del Tribunal, en que el dictamen pericial resulta impecable y no fue cuestionado por los justiciables.- 

Es mi convencimiento que si la parte no comerciante acepta los libros de comercio de su contraparte comerciante, como medio de prueba, debe atenerse a su resultado. Y en el sub lite no advierto que los demandados hayan hecho uso del derecho que les confería el artículo 458 del Código Procesal Civil y Comercial, observando la procedencia de los puntos de pericia mencionados por la actora; lo que significa lo mismo que decir que aceptó la compulsa de tales libros.- 

Es cierto que la parte demandada no ofreció tal medida de prueba, pero no lo es menos que consintió su producción como medio conducente; ello así, debe estarse "a las duras y a las maduras", esto es tanto a lo que las constancias de la pericia la favorezca como a lo que de ellas la perjudique (Malagarriga, "Derecho Comecial", Tº II, 1ª parte, pág. 44).- 

El dilema doctrinario con relación al valor probatorio de los libros de comercio frente a quien no es comerciante continúa desde hace décadas, sin que los distintos autores, entre ellos destacados comercialistas, se hayan puesto de acuerdo.- 

Castillo, en su "Curso de Derecho Comercial" (Tº II, pág. 39, núm, 48), enseña que no debe confundirse el "principio de prueba por escrito" necesario para hacer viable la prueba testimonial en los contratos superiores a determinada suma de dinero, con el "principio de prueba". Por sí solos no valen los asientos de los libros como prueba suficiente, pero si concurre a corroborarlos alguna otra presunción, el juez puede dar por probado el hecho.- 

Cabe considerar que el fundamento de la eficacia probatoria que el ordenamiento jurídico de fondo otorga a los libros de comercio (art. 63 Cód. Comercio) radica, en términos generales, en el modo particular con que es llevada la contabilidad regular en el comercio, así como en el cumplimiento de los requisitos intrínsicos y extrínsecos que deben ser observados (Esta Alzada, Causa 52.336, 13-IX-01, Reg. Sent. Def. 330).- 

Coincidentemente con lo afirmado, aunque en forma más amplia, se ha dicho que el modo con que los libros deben ser llevados excluye toda tentativa de crear posteriormente un medio probatorio con anotaciones arbitrarias; de manera que el libro, si es llevado según las reglas establecidas por la ciencia del comercio, aparece como documento de las relaciones efectivas, documento imparcial, que impide toda manipulación fraudulenta. Esto es, el libro de comercio no se lleva con el objeto de procurar un medio de prueba, sino para conservar sin alteración la memoria de los acontecimientos. En el momento en que el documento se confecciona no se puede saber si el acontecimiento que se documenta será útil o dañoso a quien lleva el libro, y un cambio posterior, arbitrario, no puede ser efectuado si los libros son llevados regularmente. No se cree al comerciante porque es un comerciante, sino porque, y en tanto, él ha llevado regularmente los libros de comercio (Völderndorff, "Manuale di Diritto Commerciale", de G. Endermann, Nápoles, 1897, I, 835).- 

A lo que agrega Garrigues ("Valor Probatorio de los libros de comercio cuando una de las partes no es comerciante", J.A., Tº66, pág 703) que a falta de precepto legal prohibitivo, nada impide al juez conceder mérito a una constancia emanada de una de las partes en tiempo lejano, cuando no era previsible la cuestión que origina el pleito; y puede reconocerle mérito a favor de quien lo ha constituido.-

Es que no puede sostenerse que al determinar el legislador los casos en que los libros hacen prueba a favor del comerciante, implícitamente prohibe que la hagan en otros casos particulares; no es admisible sentar una excepción tan importante al principio de la libre apreciación de la prueba mediante deducción tan débil como simplista, que se sustentaría en el desacreditado aforismo "ubi lex tacuit noluit".- 

En general, la jurisprudencia se orienta en el sentido de no asimilar la prueba de los libros de comercio al "principio de prueba por escrito" de los artículos 209 del Código de Comercio y 1191 y 1192 del Código Civil, sino que mas bien se le reconoció el carácter de indicio o de presunción grave y precisa de verdad (Carlos R. S. Alconada Aramburú, "Valor probatorio de los libros de comercio frente a quien no es comerciante", La Ley, Tº 79, pág. 469).- 

4-c.- Y bien, he analizado conforme las reglas de la sana crítica el dictamen pericial de fojas 161 bis/163, no observado por las partes y del que no encuentro mérito para apartarme (arts. 384 y 474 Cód. Proc.); habiéndome así formado convicción en el sentido que la hija de los accionados concurrió al establecimiento educacional de la reclamante, a quien se le adeudan las cuotas pactadas, como contraprestación del servicio.- 

Es definitivo el dictamen cuando da cuenta de constar en los libro de la actora, llevados en debida forma, los datos personales de la alumna Y. K., como los de sus padres, los aquí codemandados, identificándolos por su número de documento y domicilio. Asimismo, cuando detalla la fecha de admisión de la niña en los distintos grados y su baja definitiva el 16 de abril de 1996.- 

A su turno establece con claridad la experticia que las sumas reclamadas se adeudan y ascienden a la cantidad pretendida en la demanda y que da cuenta la constancia de deuda de fojas 8, si bien del libro inventarios y balances se desprende una cantidad superior por incluirse en ella actualización por intereses.- 

Debo inferir, entonces, que las partes se encontraban ligadas por un contrato innominado, por el cual los demandados en uso de las facultades y obligaciones que surgen de los arts. 264, 265 y concordantes del Código Civil, pactaron para su hija servicios educativos prestados por la actora en el Colegio William Shakespeare de la Ciudad Temperley de este Partido, de su propiedad.- 

Como contrapartida los primeros deberían abonar mensualmente las cuotas fijadas para la alumna, circunstancia que no cumplieron, como infra concluiré.- 

Ahora bien, esa relación entre partes bueno es de destacar que no debe limitarse a las obligaciones que se originan en los contratos de locación de obra o de servicio, toda vez que aquel vínculo puede abarcar pretensiones cuya seriedad y complejidad exceden lo que en el reclamo se encuentra fundado en un contrato innominado (esta Alzada, Causa 53.354, 4-XII-01, Reg. Sent. Def. 441; en igual sentido, CNCiv., Sala C, Nov. 17-1981, E.D., Tº 98, pág. 341).- 

Probado como está, en mi concepto, que la menor concurrió al establecimiento, y reclamada como les fue la deuda a sus padres, era a cargo de los demandados acompañar documentos acreditativos de la cancelación de las cuotas.- 

Es doctrina de esta Sala, siguiendo la ya impuesta por la Casación Provincial que: "En materia de prueba la obligación de rendirla no depende de la función de actor o demandado, sino de la situación que cada uno adquiere en el proceso de conformidad a los hechos establecidos o reconocidos, incumbiéndole, en consecuencia, a la parte que quiere modificar el estado normal de las cosas o la posición adquirida por la otra parte en la litis, por lo que cada parte debe probar sus afirmaciones" (S.C.B.A., Ac. 66.276, 12-V-98, E.D. Tº 182, pág. 223; esta Sala, Causa 48.526, 29-II-2000, Reg. Sent. Def. nº 24; Causa 49.960, 21-IX-2000, Reg. Sent. Def. nº 420; Causa 51.594, 14-XII-2000, Reg. Sent. Def. nº 460; Causa 49.969, 20-III-2001, Reg, Sent. Def. nº 90; Causa 52.335, 14-VIII-2001, Reg. Sent. Def. 277; Causa 52.604, 27-IX-2001, Reg. Sent. Def. nº 343; Causa 52.651, 20-XI-2001, Reg. Sent. Def. 421; Causa 56.386, 18-IX-03, Reg. Sent. Def. 350).- 

Porque si bien es cierto que el actor debe probar los hechos constitutivos, esto es, aquellos hechos que normalmente producen determinados efectos jurídicos; no lo es menos que el demandado debe probar los hechos impeditivos, estos es, la falta de aquellos hechos que normalmente concurren con los constitutivos, falta que impide a éstos producir el efecto que les es propio (arg. art. 375 del Cód. Proc.; Chiovenda "Instituciones", III, pág. 94).-

Es también doctrina de esta Sala, siguiendo al Dr. Héctor M. Di Tella, en un voto docente (in re, CNCom., sala C, mayo 26 de 1995, autos: "Bellini, Gabriel y otro c/Lee, José Luis s/Ordinario", publicado en "El Derecho", Tº 165, pág. 404, fallo 46.830) que si se considera que la carga de la prueba debe repartirse entre los litigantes con el fin de producir convicción en el magistrado de la verdad de lo que dicen, ninguna regla jurídica ni lógica relevará a la parte de realizar la prueba de sus negaciones. Los hechos negativos, tanto como los expresados en forma afirmativa son objeto de prueba. Puesto que las proposiciones negativas, son comunmente la inversión de una proposición afirmativa, no puede quedar sujeta a la incertidumbre la suerte de la carga de la prueba toda vez que admitir lo contrario sería entregar a la voluntad de la parte y no a la ley la distribución de este aspecto tan importante de la actividad procesal (Causa 48.673, 1-II-2000, Reg. Sent. Def. nº 2; Causa 48.917, 6-VI-2000, reg. Sent. Def. 193; Causa 49.969, 20-III-2001, Reg, Sent. Def. nº 90; Causa 52.335, 14-VIII-2001, Reg. Sent. Def. 277; Causa 52.604, 27-IX-2001, Reg. Sent. Def. nº 343; Causa 51.828, 13-XI-2001, Reg. Sent. Def. 406; Causa 52.651, 20-XI-2001, Reg. Sent. Def. 421).- 

Es interpretando esa doctrina sobre la carga de la prueba, en la que me enrolo, que debo inferir la existencia de deuda por aranceles; ello así, porque si los demandados nada adeudaban era porque abonaron por la prestación recibida (la educación de su hija) y, entonces, era su carga acompañar los recibos cancelatorios de la deuda reclamada, extendidos por la acreedora (arts. 725, 726, 731 y concs. Cód. Civ. y 375 Cód. Proc.). Con ello quiero dejar establecido que la prueba pericial contable, viene sostenida y afianzada también por la ausencia de actividad probatoria por parte de los demandados en el sentido propuesto.- 

Y toda esa doctrina del Tribunal en torno de la prueba que ha sido citada, no encuentra limitación en su aplicación, por la sola circunstancia de haber sido representados por demandados por el Sr. Defensor Oficial, quien se limitó a negar los hechos y la autenticidad de la documentación acompañada. Así lo afirmo porque esa situación especial no puede redundar en beneficio de quienes se condujeran con absoluta mala fe respecto de su acreedor.- 

Con ello quiero significar que la situación procesal de los ausentes no puede verse privilegiada, ni puede sustraerse a los principios generales de la carga de la prueba de la negación de los hechos; ellos no se encontraban relevados de realizar la prueba de sus negaciones. En el sub limine, acreditada la relación contractual y denunciado el incumplimiento de los obligados al pago, por parte de quien prestó el servicio, se imponía la exhibición de los instrumentos que demostraran su cancelación.- 

Como corolario, diré que la prueba pericial y la situación procesal asumida por los actores han creado en mí una fuerte presunción sobre la existencia de ese contrato antes aludido que ligara a las partes, y que solamente una de ellas obtuvo el beneficio, sin la correspondiente contrapartida.- 

Las inferencias, las presunciones simples, los argumentos de prueba y las construcciones más débiles de que se vale el juez son "elementos" de prueba que, con apoyo en las más diversas fuentes que entran en el campo del conocimiento del Decisor, le permiten a éste inferir conclusiones y diseñar las consecuencias que derivan de los hechos que él tiene por acaecidos y ciertos. Al margen de que este tejido se ubique fuera del procedimiento de admisión o asunción de la prueba que es la actividad que se realiza en el proceso para que éste la incorpore o adquiera (Mosso, Guillermo G., "El concurso del garante", J.A., ejemplar del 21 de abril de 1999, pág. 37; esta Alzada, Causa 48.805, 25-X-01, Reg. Sent. Def. nº 386).- 

El número, precisión, gravedad y concordancia de los indicios a que hiciera referencia supra, forman una sólida prueba presuncional contraria a la posición sustentada por el señor magistrado de la anterior instancia, y me llevan a la convicción sobre su equivocada solución.- 

Es que la fuerte presunción que me viene llevando a concluir como lo antes dicho, fundada en indicios precisos y concordantes, constituye un caso de inversión de prueba porque favorece a quien la invoca, poniendo a cargo de los demandados la acreditación en contrario. Estando demostrados los indicios que me han servido de punto de partida para dar por demostrada la formación del contrato, a quien pretenda destruir esa presunción correspondía acreditar la existencia de contraindicios a la demostración de que ella no reviste los caracteres de gravedad, precisión y concordancia que se requieren para que haga prueba (art. 163 inc. 5º Cód. Proc.; esta Sala, Causa nº 52.604, 27-IX-2001, Reg. Sent. Def. nº 343; Causa 54.765, 24-IX-02, Reg. Sent. Def. nº 304; Causa 52.183, 21-XI-02, Reg. Sent. Def. 384).- 

La prueba de presunciones es una de las reglamentadas en la ley y que, en tanto cumpla con las exigencias que ella impone (fundarse en hechos reales y probados, indicios en sentido propio susceptibles de producir convicción por su número, precisión, gravedad y concordancia -art. 163 Cód. Proc.-) no existen razones para relativizar su eficacia que, como la de todas las demás debe ser apreciada conforme las reglas de la sana crítica (Conf. CNCiv. y Com. Fed., Sala I, Agosto 9 de 1983, "Marcer, Ernesto c. Compañía Arg. de Seg. la Estrella S.A.", R.E.D. nº 20-B, pág. 1140, nº 7; esta Sala, Causa 54.929, 19-IX-02, Reg. Sent. Def. nº 298; Causa 52.183, 21-XI-02, Reg. Sent. Def. 384).- 

4-e.- Acreditado el derecho de la reclamante para que le sea abonada la suma adeudada, corresponde expedirme sobre la procedencia de la pretensión.- 

Conforme ya expusiera, el dictamen pericial demostró que la suma que se desprende de la constancia de deuda expedida por el representante legal de la sociedad actora (fs. 8) se compadece con las constancias obrantes en los libros de comercio.-

Siendo así, la sana crítica aconseja no apartarse de la experticia y condenar conforme las conclusiones del técnico, quien informa que la cuota para EGB del año 1996 ascendía, mensualmente, a la suma de $ 280.- 

Teniendo presente que el reclamo que surge de fojas 8 lo es por nueve periodos, que van del mes de abril a diciembre de 1995, a razón de $ 280 los ocho primeros y $ 273 el último (diciembre), propongo admitir la demanda por la suma de $ 2.513. Dicha suma es neta, por lo que no contemplo el total del certificado de deuda que contiene un plus, toda vez que no consta que los demandados hayan pactado intereses moratorios ni compensatorios para el caso de incumplimiento, correspondiendo rechazar la solapada pretensión en tal sentido.- 

Que en atención a lo previsto por el artículo 622 del Código Civil, el monto por el que prospera la demanda propongo devengue intereses, desde la mora, que fijo el 30 de Octubre de 1998 (fs. 79 vta.), fecha en que comenzara la representación de los ausentes por parte del Sr. Defensor Oficial; ello así, toda vez que no advierto se haya acreditado la constitución en mora de los obligados al pago, ni que se haya establecido en el contrato pacto alguno sobre la fecha de vencimiento de cada cuota (art. 509 Código Civil). Los mismos se liquidarán hasta el 6 de enero de 2002 a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días, según los distintos períodos de su aplicación (S.C.B.A., Ac. 43.858 del 21-V-91). A partir de esa fecha y hasta el efectivo pago, a la tasa activa que cobra el mismo banco en las operaciones de descuento a treinta días en los distintos periodos de aplicación, y dentro del quinto día de ejecutoriada la presente (arts. 500, 501 y concs. del Cód. Proc.).- 

Que en congruencia con el criterio objetivo de la derrota sustentado por el artículo 68 del Código Procesal Civil y Comercial, las costas del proceso propongo sean soportadas por la parte demandada, quien ha resultado vencida en la contienda, a cuyo efecto, la regulación de los honorarios profesionales deberá practicarse una vez aprobada la liquidación final, de conformidad con lo dispuesto al efecto por la ley arancelaria (arts. 23, 31 y 51 de la ley 8904).-

En virtud de las razones expuestas y citas legales, 

VOTO POR LA NEGATIVA.- 

A la primera cuestión los Dres. Tabernero e Igoldi dijeron que VOTAN TAMBIEN POR LA NEGATIVA.- 

A la segunda cuestión el Dr. Basile expresa: 

Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede y no resultando justa la sentencia apelada corresponde revocarla. Costas de ambas instancias a los demandados (arts. 68, 260, 261 y concs. del Cód. Proc.). Difiérese la regulación de honorarios (arts. 23, 31 y 51 ley 8904).- 

ASI LO VOTO.- 

A la misma segunda cuestión los Dres. Tabernero e Igoldi expresan que VOTAN EN IGUAL SENTIDO.- 

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente: 

-S E N T E N C I A- 

En el Acuerdo celebrado quedó establecido: 

1º) Que la sentencia apelada no es justa y debe revocarse.- 

2º) Que corresponde hacer lugar a la demanda entablada por COLEGIO WILLIAM SHAKESPEARE S.R.L. contra Leonardo Walter K. y Ana María LOSARDO por cobro de pesos. En consecuencia debe condenarse a los demandados a pagar a la actora, la suma de pesos dos mil quinientos trece ($ 2.513.-), la que devengará intereses desde el 30 de Octubre de 1998 hasta el 6 de enero de 2002 a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días, según los distintos períodos de su aplicación (S.C.B.A., Ac. 43.858 del 21-5-91); a partir de esa fecha y hasta el efectivo pago, a la tasa activa que cobra el mismo banco en las operaciones de descuento a treinta días en los distintos periodos de aplicación, y dentro del quinto día de ejecutoriada la presente (arts. 500, 501 y concs. del Cód. Proc.).- 

3º) Que las costas de ambas instancias deben imponerse a los demandados vencidos (arts. 68, 260 y 261 Cód. Proc.).- 

4º) Que debe postergarse la regulación de honorarios profesionales hasta tanto se determine en forma definitiva el monto del juicio (arts. 23, 31 y 51 ley 8904).-

POR ELLO: Y fundamentos consigna-dos en el Acuerdo, revócase la apelada sentencia. Se hace lugar a la demanda entablada por COLEGIO WILLIAM SHAKESPEARE S.R.L. contra Leonardo Walter K. y Ana María LOSARDO por cobro de pesos. En consecuencia se condena a los demandados a pagar a la actora, la suma de pesos dos mil quinientos trece ($ 2.513.-), la que

devengará intereses desde el 30 de Octubre de 1998 hasta el 6 de enero de 2002 a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días, según los distintos períodos de su aplicación;; a partir de esa fecha y hasta el efectivo pago, a la tasa activa que cobra el mismo banco en las operaciones de descuento a treinta días en los distintos periodos de aplicación, y dentro del quinto día de ejecutoriada la presente. Las costas de ambas instancias se imponen a los demandados vencidos. Se posterga la regulación de honorarios profesionales hasta tanto se determine en forma definitiva el monto del juicio.- 

Regístrese. Notifíquese y, consentida o ejecutoriada, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.//- 

Fdo.: Dr. Carlos Ricardo Igoldi - Dr. Rodolfo Miguel Tabernero - Dr. Norberto Horacio Basile

            Finalidades:
a)    Constancia escrita de todas las operaciones realizadas.
b)    Registrar y controlar los aumentos, disminuciones y saldos de los elementos que componen el patrimonio.
c)    Realizar cada año el Balance General, mostrando su estado patrimonial (Activo, Pasivo, Patrimonio Neto) y estado de resultado (ps. y gs.).
d)    Ser medio de información para terceros (solicitud de créditos).
e)    Permitir el correcto cumplimiento de sus obligaciones fiscales (impositivas).
            Disposiciones Legales:
 Libros Obligatorios o Indispensables:
- Libro Diario.
- Libro de Inventarios y Balances.
Libro Diario:
En este libro se anotarán todas las operaciones comerciales día por día, según el orden en que se efectuaron (cronológicamente).
Libro de Inventarios y Balances:
Este libro se iniciará con la descripción exacta y valuación de c/u. de los bienes que posee el comerciante o empresa.
Cada año al finalizar el ejercicio económico se registra el Balance General.
                 Exigencias Legales:
- Encuadernados.
- Foliados.
- Rubricados.
- Encuadernados: Sus hojas deben estar cosidas y fijas.
- Foliados: Sus hojas deben estar numeradas.
- Rubricados: Estos libros deben estar sellados, firmados e identificados
por el Registro Público de Comercio.
                 Prohibiciones Legales:
a)    Alterar el orden de las operaciones,
b)    Dejar espacios en blanco o tachar.
e)    Realizar intercalaciones, raspar, enmendar o borrar.
d)    Mutilar parte del libro o arrancar hojas.
e)    Alterar la encuadernación o foliación.
 Ventajas de su cumplimiento:
Los libros de comercio que sean llevados en las formas exigidas por la ley podrán gozar de las siguientes ventajas:
a)    Medio de prueba enjuicio entre comerciantes.
b)    Solicitar convocatoria de acreedores para evitar la quiebra.
6) c)    En caso de quiebra no se considera fraudulenta
